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RESUMEN EJECUTIVO

Desafíos del sistema de protección social
1. Uruguay posee uno de los sistemas de protección social más antiguos y extendidos de Latinoamérica. Tiene más de un siglo de antigüedad y absorbe aproximadamente el 21% del Producto Bruto interno (PBI), uno de los niveles más altos dentro de la región. Las transferencias de ingresos (especialmente las prestaciones de la seguridad social) ocupan un espacio preponderante, en contraposición a las relativamente bajas asignaciones directas destinadas a otros fines sociales como educación y salud. El sistema previsional ocupa un espacio muy relevante debido a que muy tempranamente se estableció un esquema con cobertura universal y niveles de beneficios relativamente altos y protegidos constitucionalmente contra los efectos erosivos de la inflación. Con esta regla y un avanzado proceso de envejecimiento de la población, el crecimiento del gasto previsional desplazó a los otros tipos de erogaciones. Así, la cobertura y el monto de los beneficios y servicios cuyo destino es la atención de niños y jóvenes resulta modesto en términos relativos frente a las asignaciones a favor de los adultos mayores.
2. Justamente, uno de los principales problemas que enfrenta el Sector Social de Uruguay es el fenómeno de infantilización de la pobreza. Con un indicador de pobreza actual estimado en un 20.5% para la población total del país, este indicador llega a casi el 40% para la franja de menores de 6 años, a 37% para los menores entre 6 y 12 años y a un 31% para los niños y niñas entre 13 y 17 años edad. Este indicador sólo representa el 6% en los adultos mayores de 65 años. En los últimos años, en particular entre el 2006 y el 2008, los logros en materia de expansión económica, crecimiento del empleo y reducción de la pobreza han sido muy importantes. Sin embargo, el fenómeno de la infantilización de la pobreza no disminuyó de manera importante. Un factor que explica este comportamiento es la persistencia de la pobreza y la indigencia en los hogares con jefe de familia mujer, generalmente monoparentales y con alta carga de dependencia de miembros no activos laboralmente. En la medida que los adultos generadores de ingresos de los hogares pobres e indigentes sigan teniendo problemas intensos de empleo, las acciones específicas de política social destinadas a los niños y adolescentes de esos hogares pierden efectividad.
3. En este ambiente de vulnerabilidad, las principales dificultades de la primera infancia (0 a 4 años) son los déficits nutricionales de las madres antes y durante el embarazo, las carencias nutricionales de los niños y niñas pequeños, junto a la ausencia de estimulación temprana. Ello se traduce en fuertes carencias de aprendizaje desde el inicio del ciclo escolar (retraso en el desarrollo psicomotriz, en el uso del lenguaje y en el desarrollo de la capacidad de razonamiento, entre otros aspectos). Respecto de Infancia (5 a 12 años), persisten problemas asociados a: (i) la elevada repetición en el primer año escolar, con tasas que duplican el promedio de todo el nivel primario; (ii) el aumento de la asistencia insuficiente a clases o el abandono intermitente; y (iii) muy especialmente, la brecha de equidad derivada de tasas de repetición y sobre edad que se acentúan notoriamente en las escuelas públicas de contexto socio cultural crítico.
4. En adolescencia (13 a 18 años), las dificultades se relacionan con procesos de deserción y repitencia escolar en la educación media, en particular entre la población socio culturalmente más vulnerable. Los niveles de repitencia en el ciclo básico de educación media alcanzan a casi uno de cuatro estudiantes, todavía hay un 24% de jóvenes, entre 13 y 18 años, que están al margen del sistema educativo y solo un 38% termina secundaria completa. También presentan importantes problemas de vinculación a circuitos estables de inclusión social, estimándose en la actualidad que un 13.5% de los adolescentes y jóvenes hasta 18 años no estudia ni trabaja. Además, el desempleo entre los jóvenes de 14 a 17 años es de 34% y de 20% en la franja de 18 a 24 años, con tasas nacionales que en promedio no superan el 8%.
Políticas de protección social desarrolladas por el gobierno

5. En el marco de la emergencia que planteaba la crisis, se creó, en marzo del 2005, el Ministerio de Desarrollo Social (MIDES). Aunque el origen de esta institución estuvo condicionado por la necesidad de afrontar la emergencia, en su concepción se contemplaron objetivos y espacios de acción amplios y estructurales. Consistente con ello, se le asigna de manera directa una parte de la gestión de la política social y, paralelamente, la función de armonización y coordinación de las intervenciones públicas destinadas al área social a cargo de otros organismos gubernamentales. El primer gran desafío del MIDES fue ejecutar el Plan de Atención Nacional a la Emergencia Social (PANES). A través de esta iniciativa, se logró un alto impacto en términos de focalización. 

6. A medida que se superaba las consecuencias más agudas de la crisis, y propiciando una estrategia de consolidación de un sistema mas integrado y basado en la garantía de derechos, se plantea una nueva conceptualización de la política social a través del Plan Equidad. Un elemento instrumental muy importante es que considera la focalización como un mecanismo subsidiario al de la universalidad. El Estado se hace cargo, con la finalidad de promover la equidad, de un conjunto de intervenciones sociales de cobertura universal. Las intervenciones focalizadas operan como un instrumento para promover que los segmentos más marginados de la población tengan oportunidades efectivas de acceso a estos servicios sociales universales. En otras palabras, la focalización opera como un mecanismo al servicio de la universalización.  

7. Coherente con esta conceptualización, el Plan de Equidad es concebido como una matriz de protección social conformado por un componente estructural y un componente de asistencia social. En el componente estructural se destaca la política tributaria, de salud, educativa, de empleo, de vivienda y de igualdad de oportunidades y derechos. Se trata de intervenciones públicas universales que sirven para edificar una sociedad más inclusiva y equitativa. El componente de asistencia social aspira a ser una red moderna de asistencia articulada con los componentes estructurales, cuya finalidad es atender a las poblaciones vulnerables para que accedan a los beneficios del componente estructural y se focaliza especialmente en los niños y adolescentes. 

8. Como parte de esta nueva orientación de política social definida por el Plan de Equidad, las autoridades uruguayas han decidido impulsar la preparación de la Estrategia Nacional de Infancia y Adolescencia (ENIA) para que renueve los objetivos estratégicos, profundice los lineamientos de política pública y pueda seguir promoviendo la articulación y coordinación de esfuerzos intersectoriales en favor de la infancia y la adolescencia, con una visión de largo plazo y la perspectiva de convertirse en una política de Estado. De esta manera, la ENIA busca contribuir al desarrollo de políticas integradas dirigidas a la infancia y adolescencia desde un enfoque que haga explícitos los derechos y cometidos que establece la normativa internacional en los lineamientos y políticas gubernamentales orientadas a esta población objetivo. 

Áreas prioritarias de intervención

9. En este marco de desafíos y políticas, resulta altamente prioritario delinear estrategias de intervención integral dirigida a menores de 3 años, que concentre acciones de control prenatal, estimulación precoz y desarrollo infantil temprano, consolidando ciertas líneas de intervención de los Centros de Atención de Infancia y Familia (CAIF), pero ensayando también intervenciones innovadoras que pudieran ser evaluadas para determinar su costo- efectividad. En el mismo sentido en la franja de los 4 y 5 años, la prioridad es la universalización de la educación inicial con un abordaje integral que mejore la calidad educativa, de forma de reducir la brecha en las habilidades cognitivas de los niños en su transición al primer grado de la escuela primaria.

10. Otro grupo prioritario es el integrado por los adolescentes mayores de 15 años  pertenecientes a hogares vulnerables. Resulta fundamental asegurar su permanencia y avance en el sistema de educación media a los fines de su inclusión y el acceso al conocimiento y habilidades necesarias para una transición efectiva de la escuela al trabajo. Se necesita reforzar experiencias innovadoras como las aulas comunitarias que no sólo brindan un refuerzo pedagógico, sino también un apoyo psicosocial que permite reconectar a los jóvenes con la educación media.

11. Complementariamente, una de las prioridades importantes para los jóvenes de 18 a 24 años es el empleo, promoviendo una inserción laboral juvenil dirigida hacia sectores de la economía en crecimiento y que generen empleos formales. En esto son importantes los esfuerzos de capacitación pertinente para promover este tipo de inserción laboral, fortaleciendo la formación en aula (competencias básicas) y las pasantías en los lugares de trabajos vía convenios con las organizaciones empresariales. También es clave la articulación y coordinación ente las instituciones de formación, capacitación, Ministerio del Trabajo, las organizaciones empresariales, los sindicatos y otros actores relevantes del sector a través de un sistema de intermediación laboral que entregue información oportuna sobre oferta y demanda laboral, en particular para jóvenes.

12. Adicionalmente, puede ser importante también enfrentar la situación del menor y joven infractor (en problemas con la justicia) a través  de acciones integrales de prevención y tratamiento de un fenómeno creciente en la ciudad uruguaya. Entre las áreas de acción se sugiere poder revisar el marco institucional del sector para focalizar y especializar la atención en este grupo objetivo, revisar las experiencia bien sucedidas y las buenas prácticas para la rehabilitación, concentrar recursos y esfuerzos de prevención en la escuela, apoyándose en gobiernos locales y comunales sobre la base de compromisos claros de gestión. 

13. Finalmente y en carácter transversal, otra prioridad es consolidar el fortalecimiento de la institucionalidad social de manera de reducir y evitar la multiplicidad de programas sociales, mejorando la coordinación interinstitucional y la articulación territorial de programas y políticas sociales.  El Ministerio de Desarrollo Social (MIDES), creado en 2005, tiene este mandato por Ley y debiera concentrar los esfuerzos de consolidación del fortalecimiento institucional para que cumpla eficientemente su Misión. Complementariamente, esta institucionalidad precisa información analítica sobre las posibilidades presupuestarias para acometer este desafío en el contexto de un Gasto Público Social con altas rigideces por su concentración en la previsión social

Efectos y riesgos

14. A través de mejorar el funcionamiento y fortalecer el sistema de protección social es posible alcanzar mayores niveles de integración social y, especialmente, reducir la proporción de población en estrado e pobreza y erradicar la indigencia, particularmente de niños y jóvenes. Obviamente que para concretar estos objetivos es de fundamental importancia una economía dinámica, con ciclos suavizados, con mercados laborales eficientes y recursos fiscales suficientes y sustentables para financiar el sistema de protección social. Hoy se abre la gran oportunidad de hacer un gran esfuerzo de inversión en la infancia y adolescencia uruguaya en todo su ciclo vital, orientado a promover el desarrollo del potencial de capacidades de las nuevas generaciones y tener así más posibilidades de mejorar en forma sostenible las condiciones de los niños y jóvenes más vulnerable del país
15. Un importante punto a favor es que la necesidad de adoptar estrategias que permitan reconstruir una sociedad más integrada goza de amplios consensos. Opera en este sentido el reconocimiento a la tradición igualitaria del Uruguay, donde se destaca la experiencia del país como un caso meritorio dentro de una región proclive a las fuertes fragmentaciones y a la masividad de la pobreza. Por el otro, aparecen las preocupaciones, sólo diferenciadas por matices, de que el país sufrió fuertes retrocesos en materia social como consecuencia de la crisis. El convencimiento sobre la necesidad de contar con herramientas más efectivas para revertir la situación social constituye una plataforma de acuerdos políticos muy importante a los fines de abordar y priorizar el fortalecimiento y el perfeccionamiento del sistema de protección social y el diseño e instrumentación de políticas públicas consistentes con esta meta. Particularmente importante son los consensos acumulados en torno a la necesidad de atacar el problema de la infantilización de la pobreza. Como testimonio de ello aparece la ENIA, gestada a partir de amplios acuerdos multisectoriales.   

16. Además de los condicionantes que impone el contexto económico y laboral, cabe señalar los riesgos que subyacen en las inercias con que operan en todas las organizaciones, especialmente las que integran el sector público. Esto puede resultar crítico en la instancia de intentar impulsar transformaciones en las lógicas de gestión. La eliminación de programas asistenciales, más allá de que tenga una alta racionalidad desde el punto de vista de aumentar la eficacia de la red de protección social, implica vencer resistencias e intereses profundamente arraigados. Probablemente, fenómenos análogos se presenten cuanto se trate de estructurar desde el MIDES acciones focalizadas que apunten a complementar los esquemas universales de protección social que, por su larga tradición, generalmente son pocos proclives a adaptar sus operatorias y poco flexibles y receptivos a las innovaciones.  Otro riesgo importante, íntimamente relacionado con el contexto macroeconómico, son las restricciones fiscales que van a limitar el financiamiento del sistema de protección social.
I. INTRODUCCIÓN

1. Uruguay ha sido tradicionalmente reconocido en el contexto latinoamericano como uno de los países con mayor nivel de integración social. Esto ha sido el resultado de las especiales características del país y de las estrategias de políticas públicas que se fueron aplicando a través del tiempo. Particularmente importante es el temprano y relativamente ambicioso desarrollo de un conjunto de intervenciones estatales establecidas con el explícito objetivo de cubrir riesgos sociales y mejorar la distribución personal del ingreso. 

2. Sin perjuicio de ello, existen motivos de preocupación e insatisfacción que justifican el cuestionamiento y debate en torno a las estrategias de intervención pública. Un testimonio contundente es la forma en que la crisis financiera del año 2002 desnudó una gran fragilidad social. Ese proceso llevó a que hacia el año 2004 casi uno de cada tres uruguayos vivía en condiciones de pobreza, prácticamente duplicando el nivel observado a fines de los `90. La indigencia –es decir, personas cuyos ingresos no le permiten acceder a una alimentación básica–, que era un fenómeno muy marginal antes de la crisis, llegó en el 2004 a afectar casi el 4% de la población. Aun más preocupante es la tendencia que muestra, más allá de los ciclos económicos y políticos, una sociedad crecientemente fragmentada.

3. Subyace en el desenvolvimiento de estos fenómenos un complejo entramado de múltiples factores causales, pero el funcionamiento del mercado de trabajo es uno de los que se destaca entre los más importantes. La muy baja empleabilidad de un segmento amplio de personas en edad activa tiene asociado (además del problema social personal), una fuerte incidencia de la pobreza en niños y adolescentes que conforman los dependientes de los hogares donde estos adultos con problemas de empleo deberían constituir el sostén económico. La concentración de la marginalidad social en este grupo etario opera como un poderoso factor de reproducción intergeneracional de vulnerabilidad social. Personas que enfrentan fuertes carencias en la niñez y la adolescencia tienen condicionadas decisivamente la preparación y la acumulación de capital humano. De esta manera, se definen a muy temprana edad y de manera definitiva los trayectos sociales de las personas. Esto lleva a colocar, en la instancia de definir políticas publicas, al fenómeno de la infantilización de la pobreza como un área altamente prioritaria.
4. En los últimos años se viene trabajando en la construcción de una nueva matriz de bienestar. El eje prioritario es desarrollar modelos alternativos y complementarios a los esquemas tradicionales de manera de extender y priorizar la protección social a aquellos sectores que estaban siendo excluidos por un modelo de cobertura basado en el mercado de trabajo formal. Por otro lado, frente a un panorama caracterizado por la dispersión, fragmentación, superposición y distribución desigual de los servicios sociales se mantiene el desafío de potenciar la revisión de las intervenciones de política pública y profundizar su articulación para lograr mayor efectividad al menor costo fiscal posible.

5. La presente nota técnica tiene la finalidad de analizar la situación del sistema de protección social desde el punto de vista de sus características, limitaciones actuales y las perspectivas de posibles acciones y líneas de trabajo en las cuales el Banco Interamericano de Desarrollo  podría establecer lazos de colaboración con el próximo gobierno. Para abordar este objetivo, el resto del documento se estructura en base a cuatro secciones: i) los desafíos que enfrenta el sector; ii) las políticas gubernamentales que se han venido ejecutando; iii) las posibles áreas prioritarias de intervención; y iv) una evaluación de factibilidad y riesgos implícitos para la ejecución de las posibles intervenciones.

II. LOS DESAFÍOS QUE ENFRENTA EL SECTOR

A) Evolución del sistema de protección social

6. El sistema de protección social estatal uruguayo emerge incipientemente a fines del siglo XIX y se amplía en las primeras décadas del siglo pasado, cuando se estima que administraba recursos que representaban alrededor del 2,5% del PBI (MIDES, 2008). Más allá de los vaivenes coyunturales, en la tendencia a lo largo de las décadas siguientes se destaca el hecho de que su crecimiento fue significativamente superior al del PBI. A fines de siglo pasado, el gasto público social alcanza su pico histórico en 1998 con 23% del PBI. Con la última crisis reduce su participación, aunque posteriormente se recupera. Con oscilaciones, en los últimos años, la participación del gasto social en la economía se ha mantenido en el orden del 20% del PBI.

7. La tradición de Uruguay por el alto compromiso del Estado con los objetivos de integración social se manifiesta en la importante cantidad de recursos públicos que asigna a esa finalidad. Uruguay se ubica entre los países de Latinoamérica que mayores esfuerzos financieros destinan al sostenimiento del sistema de protección social. Según datos de la CEPAL para los años 2005/2006, Uruguay asignaba al gasto público social el 21% del PBI, una cifra sólo inferior a la de Brasil (23%) pero superior a la de Argentina (20%), Costa Rica (17%), Chile (14%) y Venezuela (12%) entre los países comparables (Gráfico 1). 

8. Un rasgo que distingue al sistema de protección social uruguayo es la alta participación que tienen dentro del total del gasto social las transferencias monetarias (fundamentalmente prestaciones de la seguridad social). En Uruguay, las transferencias monetarias involucran 12,1% del PBI, un valor similar al de Brasil y significativamente superior al de otros países. En contrapartida, las asignaciones destinadas a salud y especialmente a educación son relativamente más bajas
. En esta particular distribución interna del gasto social juega un rol protagónico la alta cobertura y las relativamente elevadas prestaciones que ofrece el sistema previsional. 


Gráfico 1

Gasto público social como porcentaje del PBI


Fuente: Panorama Económico de América Latina 2008

9. Otro rasgo muy importante que muestra la evolución del gasto público social es su comportamiento procíclico, es decir, tiende a aumentar en las fases expansivas de la actividad económica y a contraerse en las recesivas. Al menos desde 1990 la correlación entre gasto público social y PBI es clara (ver Gráfico 2). El gasto público social aumenta entre los años 1990 y 1994 en paralelo con la expansión del PBI, se contrajo en la crisis del Tequila (1995), volvió a crecer entre 1995 y 1999 con la recuperación del PBI posterior al Tequila y se vuelve a contraer entre 1999 y 2003. Finalmente, retoma la recuperación a partir de 2003 con la gran expansión del presente siglo motorizada por el boom económico mundial.


Gráfico 2
Evolución del PBI y del Gasto Público Social (GPS) a precios constantes

(Índice 1990 = 100)


Fuente: Extraído de Azar, Llanes, Sienra, Capurro y Velázquez (2008)

10. Este comportamiento pone en evidencia un importante punto débil. El gasto público social se expande cuando las necesidades se morigeran gracias al crecimiento de la actividad económica y se contrae cuando un contexto macroeconómico más adverso tiene asociado una mayor proporción de la población en estado de vulnerabilidad social. El fenómeno se explica, fundamentalmente, por la alta fragilidad fiscal, que demanda en épocas recesivas contraer el gasto público para compensar las caídas en la recaudación impositiva. Las derivaciones negativas se potencia por el hecho de que la mayor parte del gasto público social, al ser previsional, resulta bastante rígido. La relativa inflexibilidad se produce tanto en la cantidad de prestaciones que paga el sistema previsional (que son determinadas básicamente por la dinámica demográfica) como en su monto (ya que las pasividades, según disposición constitucional, son indexadas de acuerdo a la evolución de los salarios). Es decir, salvo por el hecho de que el salario real cae en épocas de recesión (lo cual lleva a una caída en términos reales de las jubilaciones), el gasto previsional es poco sensible al ciclo económico. En salud y educación, la fuerte participación de los salarios también impone un comportamiento bastante rígido e inercial. Estos rasgos en la composición del gasto social, en un marco de debilidad fiscal, llevan a que frente a ciclos económicos adversos los recortes se concentren en transferencias asistenciales, es decir, el componente del gasto público social que más necesita fortalecerse en la recesión. Un factor que matiza estas evidencias es que el gasto público social creció a tasas más moderadas que el PBI en el ciclo expansivo que se inició en el año el 2003. 

11. Las prioridades que prevalecieron a lo largo del tiempo en el desarrollo del sistema de protección social explican estas características. Muy tempranamente se estableció un sistema de previsión social con cobertura universal y niveles de beneficios relativamente altos en comparación con el costo de la canasta básica y protegidos constitucionalmente contra los efectos erosivos que producen los procesos inflacionarios. Bajo estas reglas y en el marco de un fuerte proceso de envejecimiento de la población, el gasto previsional fue ocupando crecientes espacios dentro del presupuesto público, dejando márgenes acotados para otro tipo de erogaciones. Este sesgo pro adultos tiene como contrapartida que la cobertura y el monto de los beneficios para las familias más jóvenes, con fuerte presencia de niños y adolescente, resulta modesto frente a sus necesidades. El desbalance sugiere un cierto grado de inequidad intergeneracional en cuanto a acceso a los mecanismos de protección social.

12. La preponderancia del componente previsional dentro del gasto público social tiene asociado impactos distributivos regresivos. En Llambía y otros (2009) se analiza, con datos referidos al año 2005, que el 32% del gasto social beneficiaría al 50% de los hogares de más bajos ingresos, mientras que el 68% restante beneficiaría al 50% de los hogares de mayores ingresos. En esta distribución es clave la asignación a favor del gasto público previsional (ver Gráfico 3). El 82% del gasto previsional es absorbido por la mitad de las familias de más altos ingresos. Con asignaciones familiares, se observa una distribución simétrica pero en el sentido contrario, es decir, el 84% de las erogaciones va en beneficios de la mitad de las familias de más bajos ingresos. Como el gasto previsional es mucho más alto que el destinado a asignaciones familiares prevalece el sesgo a favor de las poblaciones adultas y de ingresos medios y altos. 

Gráfico 3
Distribución del gasto público social por decil de ingreso

2005



Fuente: Llambía, Oddone, Perera y Velázquez (2009)

13. El análisis de la información sobre impactos distributivos merece varias matizaciones. En muchos hogares, las prestaciones previsionales constituyen la principal o única fuente de ingresos. Es decir que, de no mediar esta transferencia de ingresos, muchos de estos hogares caerían en situación de pobreza o, al menos, en los segmentos menos beneficiados de la distribución del ingreso. El otro punto a considerar es que se encuentra en proceso de maduración la reforma previsional que incorpora un pilar de capitalización para los cotizantes de mayores niveles de ingresos. Esto debería paulatinamente tender a reemplazar gasto previsional público por ahorros privados para los jubilados de mayores niveles de ingresos. 
B) La infantilización de la pobreza
14. Los déficits en el mercado de trabajo tienen asociados desempleo y especialmente alta precariedad laboral entre personas en edad activa con bajos niveles de formación y que generalmente integran hogares de mayor tamaño.
 Estos fenómenos laborales, combinados con tendencias demográficas al envejecimiento y el marcado sesgo pro adultos que caracteriza al gasto público social, tiene asociado un fuerte tendencia hacia la infantilización de la pobreza. Esto es, la pobreza se presenta con mucho más frecuencia entre los niños y adolescentes en comparación con los grupos etáreos adultos. Mientras que el promedio de incidencia de la pobreza es de 20,5% de la población actualmente, entre los menores de 6 años de edad es del 39,4%, entre los que tienen entre 6 y 12 años de edad es el 37,3% y entre los que tienen entre 13 y 17 de edad es de 30,7%. En el otro extremo, la incidencia de la pobreza entre los mayores de 65 años es de sólo 6,2% (Gráfico 4). Este fenómeno también se da en otros países de la región, sin embargo, en ninguno con la intensidad que se registra en Uruguay. Según estimaciones del CEDLAS, en Uruguay por cada 10 niños y jóvenes (hasta 18 años de edad) pobres, hay un adulto mayor (más de 65 años de edad) en esta condición. Esta misma relación para Argentina es de 5 y para Chile de 3. Este fenómeno sugiere, por un lado, el éxito de las políticas previsionales, al menos en términos de permitir mantener en un nivel relativamente bajo la incidencia de la pobreza entre los adultos mayores. Pero, por otro lado, esta señalando debilidades en la cobertura del sistema de protección social sobre niños y jóvenes. 


Gráfico 4
Incidencia de la pobreza por grupos etáreos

    a. Incidencia de la pobreza por grupos etáreos               


Nota: Las cifras en el Gráfico b para Uruguay corresponden al 2005. En tanto que los datos provistos para Argentina y Chile se refieren al año 2006 y 2000, respectivamente.

Fuente: Instituto Nacional de Estadística y CEDLAS Reportes para Uruguay, Argentina y Chile.
15. Un factor que explica este comportamiento es la persistencia de la pobreza y la indigencia en los hogares con jefe de familia mujer, generalmente monoparentales y con alta carga de dependencia de miembros no activos laboralmente. En la medida que los adultos generadores de ingresos de los hogares pobres e indigentes sigan teniendo problemas intensos de empleo, las acciones específicas de política social destinadas a los niños y adolescentes de esos hogares pierden efectividad. Así, la infantilización de la pobreza delinea determinados perfiles de riesgos sociales y opera como un poderoso factor de reproducción generacional de la pobreza. En la primera infancia (hasta 3 años de edad), la insuficiencia de ingresos de los hogares tiene asociado déficits nutricionales de la madre antes y durante el embarazo, que luego se prolonga a los niños. Hogares monoparentales también están expuestos a mayores riesgos de carencias en la estimulación temprana. Esto, posteriormente se refleja en fuertes limitaciones para el aprendizaje desde el inicio mismo del ciclo escolar (retraso en el desarrollo psicomotriz, en el uso del lenguaje y el desarrollo de la capacidad de razonamiento, entre otros aspectos). 
16. Respecto de Infancia (5 a 12 años), persisten los déficits nutricionales y  problemas asociados a: (i) la elevada repetición en el primer año escolar, con tasas que duplican el promedio de todo el nivel primario; (ii) el aumento de la asistencia insuficiente a clases o el abandono intermitente; y (iii) muy especialmente, la brecha de equidad derivada de tasas de repetición y sobre edad que se acentúan notoriamente en las escuelas públicas de contexto socio cultural crítico. En adolescencia (13 a 18 años), las dificultades se relacionan con procesos de deserción y repitencia escolar en la educación media, en particular entre la población socio culturalmente más vulnerable. Los niveles de repitencia en el ciclo básico de educación media alcanzan a casi uno de cuatro estudiantes, todavía hay un 24% de jóvenes, entre 13 y 18 años, que están al margen del sistema educativo y solo un 38% termina secundaria completa.
 También presentan importantes problemas de vinculación a circuitos estables de inclusión social, estimándose en la actualidad que un 13.5% de los adolescentes y jóvenes hasta 18 años no estudia ni trabaja. Además, el desempleo entre los jóvenes de 14 a 17 años es de 34% y de 20% en la franja de 18 a 24 años, con tasas nacionales que en promedio no superan el 8%.
17. Junto con el abandono escolar, en un marco de fuertes carencias dentro del hogar, se potencian los riesgos de que el niño o adolescente caiga en situación de calle. Un estudio destinado a analizar este fenómeno social (INFAMILIA-MIDES, 2007) estima que en el año 2007 habían aproximadamente 1.900 niños y adolescentes en situación de calle en Montevideo durante el día. En los horarios matutinos, que son los que coinciden con los horarios de escuela, el 17% de los niños en situación de calle son menores de 5, el 44% tienen entre 6 y 12, y el 39% restante tienen entre 13 y 17. Sobre las horas vespertinas, los menores de 5 pasan a ser el 12%, los que tienen entre 6 y 12 el 41% y los jóvenes entre 13 y 17 pasan a ser el 47%. En los horarios nocturnos, el 25% tiene entre 6 y 12 y el 75% restante son jóvenes entre 13 y 17. 

18. Las actividades que desarrollan los menores en situación de calle mutan también según la edad. En general, incluye mendicidad, deambulación (permanecen o caminan sin destino predeterminado y sin realizar alguna actividad), hurgado y recolección de basura. El consumo de tabaco, alcohol y sustancias tóxicas es marginal aunque aumenta visiblemente sobre los horarios nocturnos. El problema todavía no es masivo, pero resulta sumamente complejo, especialmente cuando aumenta la edad del joven. El punto crítico se alcanza cuando la marginalidad deriva en conductas delictivas. La problemática de los jóvenes infractores es cuantitativamente marginal, pero en crecimiento y con niveles de complejidad creciente.

19. Por último, otra dimensión a través de la cual la infantilización de la pobreza opera como factor de reproducción intergeneracional de pobreza es en los embarazos prematuros de jóvenes adolescentes. Cuando en un hogar pobre las adolescentes procrean, se potencia la dependencia del exiguo nivel de ingreso del hogar. Junto con ello, se agravan las dificultades para finalizar los estudios, en particular, los del nivel medio. Esto no sólo condiciona muy negativamente las posibilidades de progreso de la adolescente madre, sino también la de su hijo ya que con altas probabilidades deberá enfrentar un entorno de déficits nutricionales, crianza en un hogar monoparental e inadecuada estimulación temprana. De esta forma, el embarazo adolescente, en muchos casos involuntario y hasta violento, se constituye en un poderoso difusor de la pobreza por las agudas limitaciones de capacidades que genera entre las nuevas generaciones.
C) La fragmentación de programas de protección social
20. Un fenómeno característico de los sectores públicos de la región, y que –con sus particularidades– se reproduce en el Uruguay, es que las áreas ligadas a la administración del sistema de protección social operan en base a programas específicos, destinados a cubrir a determinados colectivos de la población o a atender determinadas necesidades o problemáticas puntuales. Esta particular forma de organización tiene asociado una baja institucionalización de las intervenciones públicas y una inapropiada coordinación, tanto desde el punto de vista de diseños como de los aspectos operativos. La creación de nuevos programas es permanente, mientras que difícilmente se cierran los antiguos, como consecuencia de que prevalece la inercia y no se ha instalado una rutina de de evaluación de impactos. El escaso apego al monitoreo y a la revisión de los programas, llevan a que se mantengan en funcionamiento sin considerar la alternativa de que se hayan cumplido su ciclo o que directamente se cuente con evidencias de su fracaso. 

21. Bajo esta lógica, el común denominador ha sido que las nuevas autoridades concentran sus esfuerzos en generar nuevos programas, en función de sus propios diagnósticos, visiones y prioridades. Son la excepción los procesos que lleven a evaluar y, en función de ello, ajustar o suspender los programas heredados. Así, se fue generando una acumulación muy desordenada de programas asistenciales, superpuestos, limitados en su alcance, segmentados en objetivos y población cubierta y sin una institucionalización de la evaluación de impactos. Esto se traduce en una gran inercia en las asignaciones presupuestarias y de recursos humanos.  

22. La principal consecuencia es que el sistema de protección social funciona sobre una plataforma operativa muy dispersa. En un estudio realizado por el MIDES (2009) respecto de la situación al año 2006, se aportan evidencias exhaustivas y contundentes sobre esta característica. En este relevamiento se detectó un total de 150 programas y servicios sociales, que se estima representan entre el 70 y el 80% del universo total. Estos programas eran ejecutados por 16 organismos que integran la administración pública nacional. A esto hay que adicionar las acciones de carácter social que desarrollan los gobiernos municipales que representarían alrededor del 4,4% del gasto publico social consolidado (Oficina de Planeamiento y Presupuesto, 2004). 

23. Esta conformación institucional –que está ligada a un proceso histórico de acumulación aluvional de nuevas iniciativas con escasas acciones de evaluación de impacto y de articulación entre organismos– tiene altas implicancias desde el punto de vista de la calidad de la gestión. La consecuencia operativa más importante es que una misma necesidad social frecuentemente es atendida a través de diferentes programas, administrados de manera independiente y autosuficiente por varios organismos públicos. Por ejemplo, se detectaron 8 organismos que se ocupan de cubrir necesidades de vivienda y 7 de brindar asistencia alimentaria. En la práctica, el Estado habilita y tiene activas varias “puertas de entrada” para acceder a prestaciones similares, orientadas a cubrir a las misma personas, con riesgos sociales iguales o muy parecidos. 

24. Son muy importantes las derivaciones sobre la eficiencia y la eficacia en la gestión del gasto asistencial. En el marco de la dispersión se desaprovechan capacidades institucionales ya que varios organismos públicos desarrollan de manera independiente y autosuficiente tareas similares. Por otro lado, se complejiza la oferta publica dificultando el acceso y agregando probablemente un factor adicional de discriminación contra las familias en mayor estado de vulnerabilidad, dado que son las que más dificultades encuentran para superar barreras administrativas. También cabe considerar que en un marco de superposiciones se expanden innecesariamente los gastos administrativos, se diluye la focalización, no se genera información confiable y comparable, y se debilitan los controles y el monitoreo. Así como se complejiza hasta el extremo la operatoria con la multiplicidad de programas segmentados, la evaluación de impactos y los análisis de costo-efectividad se vuelven prácticamente imposible de ejecutar.

III. POLÍTICAS DE PROTECCIÓN SOCIAL DESARROLLADAS POR EL GOBIERNO

25. En el marco de la emergencia asociada a la crisis, particularmente el crecimiento a niveles inéditos de la pobreza y la indigencia, y la percepción de la desarticulación de las políticas sociales, se crea, en marzo del 2005, el Ministerio de Desarrollo Social (MIDES). Aunque el origen de esta institución estuvo condicionado por la necesidad de afrontar de manera inmediata la emergencia, en su concepción se contemplaron objetivos y espacios de acción más amplios y estructurales. Según la norma de creación, el MIDES tiene la responsabilidad de coordinar y monitorear los programas, planes y acciones que se ejecuten en las áreas de niñez, juventud, mujer, familia, adultos mayores, discapacitados y desarrollo social en general. También cuando estén involucrados los derechos a la alimentación, la salud, la educación, la vivienda, el disfrute de un medio ambiente sano, el trabajo, la seguridad social y la no discriminación. Su radio de acción alcanza a la coordinación con otros ministerios y organismos públicos nacionales, gobiernos departamentales y organizaciones del sector privado que actúen como colaboradores en la ejecución de la política social. Sobre el sector privado tiene capacidad de fiscalización en carácter preceptivo y de sanción. Un punto clave es que tiene competencias para administrar un sistema único de identificación, selección y registro de beneficiarios habilitados para acceder a los programas sociales.

26. Bajo esta conceptualización, el MIDES asume de manera directa una parte de la gestión de la política social y, de manera simultanea, la función de armonización y articulación de las intervenciones públicas destinadas al área social a cargo de otros organismos gubernamentales. Una de las herramientas con que cuenta el MIDES para cumplir con la función coordinadora –dado que cada organismo coordinado preserva sus facultades y la decisión sobre sus recursos– es el Gabinete Social. Se trata de un ámbito de articulación de las áreas que tienen a cargo intervenciones de carácter social
. El Gabinete Social es una instancia inter jurisdiccional de carácter político que sirve como ámbito de diálogo y toma de decisiones para facilitar la coordinación de la política social, tarea que está a cargo del MIDES. Asimismo, para acompañar al Gabinete Social se crea un ente de carácter técnico con un rol centrado en la instrumentación y ejecución de los acuerdos y resoluciones alcanzados a nivel del Gabinete Social. Se trata del Consejo Nacional de Coordinación de Políticas Sociales (CNCPS), constituido por representantes de los mismos organismo que forman el Gabinete Social y presidido por el Director de Políticas Sociales del MIDES. 

27. El primer gran desafío del MIDES fue ejecutar el  Plan de Atención Nacional a la Emergencia Social (PANES). Esta iniciativa era uno de los principales componentes de la agenda electoral de la coalición política (Frente Amplio) que, por primera vez, asumió la presidencia en el 2005. El PANES fue concebido con un enfoque de emergencia para paliar temporalmente y de manera inmediata la expansión e intensificación de la pobreza y la exclusión social en el marco de la crisis económica, cuyos puntos críticos se presentaron a partir del 2002. Contempló un conjunto de intervenciones: i) Ingreso Ciudadano (transferencia condicionada de ingresos); ii) Rutas de Salida (capacitación); iii) Trabajo por Uruguay (programa de empleo transitorio); iv) Asistencia Alimentaria (tarjeta para compra de alimentos); v) Intervención de Hábitat (actividades de autoconstrucción para mejoramiento de vivienda en asentamientos irregulares); vi) apoyo a la educación (financiamiento de maestros comunitarios en escuelas de contexto crítico); vii) apoyo a la salud (transferencias al Ministerio de Salud); y viii) acceso a agua y saneamiento (regularización de hogares conectados ilegalmente). 

28. El PANES cubrió a aproximadamente 80 mil hogares que representaban el 9% del total de hogares de Uruguay en el 2006. El componente que tuvo un impacto muy importante fue el de la transferencia condicionada (Ingreso Ciudadano) gracias a su muy buen nivel de focalización. El 78% de los hogares beneficiarios estaban ubicados en el quintil más pobre y el 96% en los dos quintiles de menores ingresos. Su principal debilidad es que, aun cuando involucró una masa de recursos importantes, su envergadura fue insuficiente frente a la masividad alcanzada por la pobreza. Por eso, permitió alcanzar muy buenos resultados en términos de promover la salida de muchas familias de la indigencia, pero tuvo impactos modestos en relación a la reducción de la pobreza. Evaluaciones de impacto señalan que de no haber existido el Ingreso Ciudadano, la extrema pobreza habría sido 50% mayor (Banco Mundial, 2007). En cambio, la incidencia de la pobreza prácticamente habría sido la misma. Otra debilidad importante fue el bajo nivel de control (y de cumplimiento) de las contraprestaciones. 

29. Tratándose de un programa temporal, sin antecedentes en el país, a cargo de una gestión gubernamental recién asumida, administrado por un nuevo ministerio y en un contexto de emergencia, los resultados fueron muy positivos. Con estos logros y con el respaldo del cumplimiento de las principales metas fijadas originalmente es que en el año 2007, tal como originalmente había sido planteado, el PANES es desactivado. Sin perjuicio de ello, se preserva el componente de transferencia de ingresos hacia los hogares de menores ingresos, es decir, el Ingreso Ciudadano.

30. La finalización del PANES y la superación de la crisis es el contexto en el que se aborda una nueva conceptualización de la política social a través del Plan de Equidad. Los objetivos generales son planteados en términos de avanzar hacia un “Uruguay Socialmente Protegido” en base a equidad intergeneracional, de género, étnico-racial, territorial y de oportunidades. Un elemento instrumental muy importante dentro del Plan de Equidad es que considera al criterio de focalización como subsidiario al de universalidad. De acuerdo a este enfoque, el Estado se hace cargo, por un lado, de un conjunto de intervenciones sociales de cobertura universal. Por el otro, de un grupo de intervenciones focalizadas cuya principal función es que los segmentos de la población más vulnerables tengan oportunidades efectivas de acceder a los servicios sociales universales que el Plan se propone ofrecer a todos los ciudadanos. En otras palabras, la focalización es un instrumento subordinado al servicio de la universalización.  

31. Coherente con esta conceptualización, el Plan de Equidad es concebido como una matriz de protección social conformada por un componente estructural y un componente de asistencia social. En el primero se destacan la política tributaria, de salud, educativa, laboral, de vivienda y de igualdad de oportunidades y derechos. Estas son intervenciones universales que sirven para edificar una sociedad integralmente más inclusiva y equitativa. El componente de asistencia social aspira a ser una red moderna de asistencia, articulada con los componentes estructurales, cuya finalidad es atender a las poblaciones vulnerables para que accedan a los beneficios del componente estructural. La red de asistencia social prevé brindar un conjunto de prestaciones sociales (transferencias de ingresos, salud, educación, trabajo y alimentación) organizadas según el ciclo de vida de las personas. Se trata de otorgar las prestaciones en forma pertinente según la persona se encuentre en el embarazo y la primera infancia, la niñez, la adolescencia, la vida adulta activa y la vejez (ver Cuadro 1).
32. Dentro de la matriz de asistencia social, una de las acciones más destacadas en términos de impactos han sido las transformaciones que se introdujeron en el sistema de asignaciones familiares. El rediseño estuvo orientado, por un lado, a focalizar los beneficios en los hogares de menores niveles de ingresos. Hasta el año 2007, el sistema de asignaciones familiares tenía 550 mil beneficiarios de los cuales 340 mil correspondían a hijos de trabajadores formales (asignaciones familiares contributivas) y 210 mil a hijos de hogares de menores niveles de ingresos no formales (asignaciones familiares no contributivas). Con el Plan de Equidad se redefinen los criterios de elegibilidad de las asignaciones familiares no contributivas para focalizarlas entre los hogares más pobres,  con montos muy superiores a los del componente contributivo. 

33. Así, en el año 2008 se revisaron los 210 mil beneficios no contributivos y se analizó la base de postulantes al PANES (tanto los que finalmente recibieron el Ingreso Ciudadano como los que se registraron pero no calificaron para recibirlo) para identificar los 300 mil hogares más pobres del Uruguay, a quienes se les otorgó el nuevo beneficio de asignaciones familiares no contributivos. En el año 2009 se incorporaron 200 mil nuevos beneficiarios, completando de esta forma la meta de otorgar transferencias de ingresos con asignaciones familiares no contributivas a los 500 mil hogares más pobres de Uruguay. Para el caso de las asignaciones familiares contributivas (a los hijos de los trabajadores formales), fueron preservadas, pero con montos más reducidos. 

34. Los montos y la estructura de los beneficios del régimen no contributivo fueron modificados para potenciar el impacto redistributivo. El monto de la prestación no contributiva aumenta con el número de hijos a tasa decreciente para reconocer el efecto “escala” en el gasto del hogar. Cuando los hijos alcanzan la edad para el acceso a la educación media, el monto aumenta con la finalidad de incentivar la permanencia escolar en este periodo del ciclo de vida donde la deserción es muy frecuente entre los hogares más humildes. Por otro lado, los beneficios de los hijos de trabajadores formales no se actualizaron, con lo cual su monto es inferior al que corresponde a los hogares de menores ingresos
. En paralelo, se estipularon para las asignaciones familiares no contributivas nuevas modalidades de monitoreo de contrapartidas de asistencia escolar y controles de salud.


Cuadro 1

Matriz de asistencia social en el Plan Equidad
	Ejes del Plan para población en situación de Pobreza según ciclo de vida de las personas

	Tramos de edad
	Problemas, temas o situaciones vulnerables 
	Prestaciones sociales
	Educación 
	Trabajo 
	Alimentación

	0 a 3
	1. Desnutrición
	Asignaciones familiares no contributivas para el universo de hogares pobres con niños adolescentes. 
	Aumento de la cobertura en Educación Inicial para niños y niñas de hogares pobres
	 
	Prestación monetaria destinada a alimentación para hogares en situación de pobreza extrema; y programas de transferencia alimentaria para grupos específicos de población preferentemente pobre.

	
	2. Desarrollo psicomotor
	
	
	
	

	
	3. Baja cobertura de educación inicial
	
	
	
	

	4 a 12
	1. Rendimiento
	
	Programa de Maestros Comunitarios en escuelas urbanas de Contexto Muy Desfavorable.                  Universalización de la Educación Física en las Escuelas Urbanas del CEP. 
	 
	

	
	2. Repetición
	
	
	
	

	
	3. Extra edad
	
	
	
	

	
	4. Abandono
	
	
	
	

	13 a 18
	1. Deserción y riesgo de abandono educativo. 
	
	Programas específicos para la revinculación a la enseñanza media formal. 

Atención primaria de salud.                             Programas y acciones de participación juvenil.
	Programas de empleo protegido y empleo juvenil.        Programas de recalificación.     Cooperativas Sociales
	

	
	2. Atención primaria de salud. 
	
	
	
	

	
	3. Participación social. 
	
	
	
	

	19 a 29
	1. Desempleo
	 
	 
	
	

	30 a 64
	2. Calificaciones
	
	
	
	

	65 y más 
	Pobreza extrema
	Pensiones a la vejez
	 
	 
	


Fuente: extraído de Documento del Plan de Equidad (www.mides.gub.uy) Pag. 20.

35. Para atender la dimensión de salud y educación de los niños y adolescentes se implementó el Programa de Infancia, Adolescencia y Familia en Riesgo (INFAMILIA) con apoyo del Banco. Esta iniciativa adopta un modelo de prevención y atención en función del ciclo de vida de los niños y los adolescentes, buscando promover la integralidad de las intervenciones con un componente importante de articulación territorial. Para la primera infancia (hasta 3 años de edad) se previó el fortalecimiento institucional, el incremento de la cobertura y las mejoras de calidad de las intervenciones de los centros CAIF (centros de cuidados y estimulación temprana para mujeres embarazadas y niños hasta 3 años financiados por el Estado con una orientación hacia la atención de poblaciones pobres). Para los niños entre 4 y 12 años en situación de pobreza se implementó el sistema de Maestros Comunitarios (docentes que hacen un abordaje individualizado con niños retrasados o en riesgo de abandono de la escuela en conjunción con la familia y en el entorno del hogar) y el programa de Recreación y Deporte en la Escuela (que consiste en fortalecer las áreas y las acciones de deporte y recreación en las escuelas en zonas de pobreza). Para los jóvenes mayores de 13 años se diseñaron acciones de impulso para facilitar la transición desde la educación primaria al siguiente ciclo (acciones “puente”), la revinculación de los jóvenes que no completaron la educación media básica, la atención primaria de la salud para adolescentes pobres (para control de embarazos prematuros, adicciones y trastornos de la conducta) y espacios culturales de participación adolescente.

36. Evaluaciones preliminares de los resultados alcanzados con las acciones del INFAMILIA arrojan evidencias interesantes, aunque todavía parciales y heterogéneas. Los principales logros se obtuvieron en el fortalecimiento e incremento de la cobertura y la calidad de los centros CAIF. Se cuenta con indicios que señalan que las metas planteadas en el programa en términos de desarrollo integral (cognitivo, emocional y social), integración social de los niños atendidos y articulación de los centros con la población de referencia han mejorado sensiblemente, incluso superando las expectativas planteadas en los indicadores utilizados en el marco lógico del programa. Logros positivos también se alcanzaron con el componente Maestros Comunitarios, especialmente en términos de disminuir la deserción escolar en el nivel primario. Resultados más débiles se obtuvieron en las acciones destinadas a los adolescentes, posiblemente porque la intensidad de las acciones no tuvieron la magnitud de las intervenciones destinadas a los otros grupos etáreos (primera infancia y niñez).
37. Recientemente y como parte también de esta nueva orientación de política social definida por el Plan de Equidad, las autoridades uruguayas han decidido impulsar la preparación de la Estrategia Nacional de Infancia y Adolescencia (ENIA) para que renueve los objetivos estratégicos, profundice los lineamientos de política pública y pueda seguir promoviendo la articulación y coordinación de esfuerzos intersectoriales en favor de la infancia y la adolescencia, con una visión de largo plazo y la perspectiva de convertirse en una política de Estado. De esta manera, la ENIA busca contribuir al desarrollo de políticas integradas dirigidas a la infancia y adolescencia desde un enfoque que haga explícitos los derechos y cometidos que establece la normativa internacional en los lineamientos y políticas gubernamentales orientadas a esta población objetivo.
IV. AREAS PRIORITARIAS DE INTERVENCIÓN

38. Las aspiraciones del sistema de protección social son muy sensibles al contexto económico y laboral que se proyecte. Bajo condiciones de estancamiento, inestabilidad económica y escaso crecimiento del empleo registrado, las posibilidades son muy acotadas. En el mejor de los casos, su rol tiende a concentrarse en aportar paliativos de tipo asistencial a las situaciones más críticas de marginalidad social. En la medida que no se generan suficientes oportunidades en el mercado de trabajo, la prioridad del sistema de protección social es asistir a las situaciones más agudas de pobreza asumiendo, implícitamente, la profundización de la creciente fragmentación social. En sentido contrario, cuando la política social se articula con un proceso de crecimiento sostenido en la cantidad y calidad de los empleos, es factible asumir metas ambiciosas de reducción de la pobreza y recomponer la cohesión del tejido social con mayores niveles de equidad y movilidad. En un contexto de buen funcionamiento de la economía y del mercado de trabajo, la mayoría de las familias son los principales artífices de su bienestar y progreso en base a la inserción laboral de sus miembros activos. 

39. Por eso, la agenda de áreas prioritarias en el sector del sistema de protección social tiene una alta dosis de subordinación a las definiciones de estrategias que definan las dinámicas económicas y laborales. Bajo un escenario de crecimiento sostenido en la producción y el empleo de calidad, el Plan de Equidad y la Estrategia Nacional para la Infancia y la Adolescencia (ENIA) constituyen una plataforma muy completa y coherente para definir el conjunto de acciones que lleven a un mayor nivel de integración social. Particularmente relevante es la ENIA ya que los diagnósticos tienden a señalar con claridad y contundencia que el principal desafío para el sistema de protección social es atacar el fenómeno de la infantilización de la pobreza. 
40. Más concretamente, es fácil demostrar los altos dividendos sociales que se pueden derivar de una intervención integral dirigida a menores de 3 años que concentre acciones de control prenatal, estimulación precoz y desarrollo infantil temprano, consolidando ciertas líneas de intervención de los Centros de Atención de Infancia y Familia (CAIF), pero ensayando también intervenciones innovadoras que pudieran ser evaluadas para determinar su costo-efectividad. En el mismo sentido en la franja de los 4 y 5 años, la prioridad es la universalización de la educación inicial con un abordaje integral que mejore la calidad educativa, de forma de reducir la brecha en las habilidades cognitivas de los niños en su transición al primer grado de la escuela primaria.

41. Otro grupo prioritario es el integrado por los adolescentes mayores de 15 años  pertenecientes a hogares vulnerables. Resulta fundamental asegurar su permanencia y avance en el sistema de educación media a los fines de su inclusión y el acceso al conocimiento y habilidades necesarias para una transición efectiva de la escuela al trabajo. Se necesita reforzar experiencias innovadoras como las aulas comunitarias que no sólo brindan un refuerzo pedagógico, sino también un apoyo psicosocial que permite reconectar a los jóvenes con la educación media. Complementariamente, una de las prioridades importantes para los jóvenes de 18 a 24 años es el empleo, promoviendo una inserción laboral juvenil dirigida hacia sectores de la economía en crecimiento y que generen empleos formales. En esto son importantes los esfuerzos de capacitación pertinente para promover este tipo de inserción laboral, fortaleciendo la formación en aula (competencias básicas) y las pasantías en los lugares de trabajos vía convenios con las organizaciones empresariales. También es clave la articulación y coordinación ente las instituciones de formación, capacitación, Ministerio del Trabajo, las organizaciones empresariales, los sindicatos y otros actores relevantes del sector a través de un sistema de intermediación laboral que entregue información oportuna sobre oferta y demanda laboral, en particular para jóvenes.

42. Por último, puede ser importante también enfrentar la situación del menor y joven infractor (en problemas con la justicia) a través  de acciones integrales de prevención y tratamiento de un fenómeno creciente en la ciudad uruguaya. Entre las áreas de acción se sugiere poder revisar el marco institucional del sector para focalizar y especializar la atención en este grupo objetivo, revisar las experiencia bien sucedidas y las buenas prácticas para la rehabilitación, concentrar recursos y esfuerzos de prevención en la escuela, apoyándose en gobiernos locales y comunales sobre la base de compromisos claros de gestión.
43. Sin perjuicio de la importancia de avanzar en todos estos planos, es probable que las cuestiones más desafiantes y complejas se relacionen con las restricciones de financiamiento y las capacidades de gestión. Se trata de dos cuestiones básicas que fijan límites y condiciones para la expansión y mejoramiento del sistema de protección social. En relación al financiamiento, aunque pueden trazarse diferentes escenarios, es previsible que se van a enfrentar márgenes muy acotados asociados a la estreches de los espacios fiscales disponibles. Cabe advertir que el relativamente elevado gasto público social y cierta fragilidad fiscal estructural, pone límites a las posibilidades de expandir los recursos que se destinan al sistema de protección social y, especialmente, a las áreas más prioritarias como son las de infancia y adolescencia.
44. Adicionalmente, hay que considerar que componentes importantes del gasto social tienen una dinámica muy inercial, con tendencia creciente para los próximos años. Por ejemplo, las erogaciones del sistema previsional son función de variables no sujetas a la discrecionalidad política, ya que son determinadas básicamente por la demografía y la evolución de los salarios (según la cláusula constitucional de indexación de las pasividades). En consecuencia, los espacios fiscales con los que va contar la política social en los próximos años es un tema que merece un estudio detallado, con proyecciones de posibles escenarios de expansión del gasto público social y la probable evolución de sus principales componentes. Dado que varios parámetros de proyección del gasto social son rígidos, en el sentido de que los márgenes de discrecionalidad política son limitados, un análisis de este tipo ayudaría a determinar hasta qué punto es factible y realista presuponer la expansión de acciones en las áreas más prioritarias. Especialmente relevante es analizar cuáles son los márgenes posibles de aumento de la inversión social en el área de infancia y adolescencia.

45. En relación a la transformación de los estilos de gestión resulta fundamental que el MIDES migre desde una organización joven y gestada en el marco de la emergencia, a otra que tenga las capacidades técnicas para cumplir con solvencia las responsabilidades de dirección y coordinación de la política social. Es un proceso complejo porque se deben superar las dificultades propias de un entramado institucional enmarañado, edificado a través de un proceso de acumulación aluvional de programas, normas, estructuras y partidas presupuestarias. Esta conformación plantea inercias y resistencias al cambio que condicionan la velocidad con la que se puede avanzar hacia una oferta de servicios sociales más ordenada y racional.

46. Una línea a priorizar son las tareas que se vienen desarrollando en el ámbito del Observatorio Social de Programas e Indicadores. Sobre esta plataforma, es fundamental otorgar mayores capacidades ejecutivas al MIDES para comenzar a unificar, rediseñar, armonizar y cerrar programas existentes en base a información y diagnósticos que surgen del trabajo que viene realizando el Observatorio. Esto permitiría obtener logros relativamente prontos con beneficios tangibles en términos de mayores recursos derivados del ordenamiento de los programas existentes e información sistematizada sobre los beneficiarios que reciben las distintas modalidades de ayuda social. En igual sentido, un componente muy importante es el refuerzo de competencias para el área responsable de la evaluación de los impactos de cada intervención. El desafío es acelerar la incorporación de la cultura de la evaluación de impactos de forma tal que con la creación de nuevos programas, acciones o la extensión de los programas existentes, se contemple simultáneamente sistemas confiables de información de beneficiarios, recursos y resultados a fin de que todos los programas sociales cuenten con rutinas y procedimientos de evaluación de impactos. La meta debería ser que las evaluaciones de impactos sean la regla, más que una actividad episódica. Para cumplir con este objetivo, una de las limitaciones más importantes es la carencia de sistemas de información que permitan aplicar metodologías confiables.

47. Otra herramienta de gestión con potencialidades muy interesantes es la creación del padrón único de hogares beneficiarios. Se trata de una responsabilidad que legalmente le compete al MIDES y que hasta ahora no ha sido explotada. Constituye una herramienta propicia para explorar la colaboración del Banco, ya que adecuadamente conceptualizada e instrumentada puede generar impactos sociales muy relevantes. La clave es no limitar la iniciativa al entrecruzamiento “ex post” de bases de datos de beneficiarios de programas sociales, sino en instituir una única “puerta de entrada” a todos los programas sociales. En otras palabras, el padrón único debería ser el instrumento por el cual la focalización se ejecuta en el momento en que el beneficiario demanda la asistencia social, lo que permitiría aprovechar mucho mejor los recursos destinados a la protección social, reducir los gastos administrativos y mejorar los mecanismos de monitoreo y control. 

48. La oficina del MIDES a cargo del padrón único debería ser la responsable de evaluar la condición socioeconómica de cada hogar a los fines de habilitar su acceso a los servicios sociales y periódicamente monitorear la evolución de su condición de elegibilidad para habilitar el mantenimiento del beneficio. En lugar de que cada dependencia trate por sí sola de identificar a los potenciales beneficiarios y controlar el cumplimiento de requisitos en forma ex - post, a través del padrón único se pueden homogeneizar criterios, aprovechar economías de escala y aumentar la eficiencia ya que los controles se podrán realizar en el momento de evaluar la pertinencia de otorgar el beneficio. Esto va a ayudar a simplificar y transparentar la oferta de servicios sociales en la medida que se hagan más explícitas las superposiciones y los vacíos de cobertura.

49. Actualmente, el MIDES ejecuta el SIIAS (Sistema Integrado de Información del Área Social) con financiamiento compartido entre el Banco Mundial (IBTAL 7451 – UR) y aportes del BPS, MIDES y MSP. Se trata de un primer paso muy interesante, aunque parcial, ya que esta iniciativa tiene como principal meta establecer reglas y procedimientos para el cruce de base de datos de beneficiarios cubiertos por los diferentes programas sociales en los distintos organismos, pero no plantearía –al menos, explícitamente– la generación de una única “puerta de entrada” a los programas asistenciales. Estas acciones de “puerta de entrada única” es uno de los roles más estratégicos que tiene asignado el MIDES, con potencialidades de generar altos impactos y donde el Banco puede abrir líneas de diálogo.  

50. Un aspecto adicional que se debería priorizar del MIDES es su efectividad para la inclusión social. Para que las acciones de inclusión social sean exitosas, es decir, que logren integrar de manera permanente, plena y consolidada a la población excluida dentro de los esquemas universales de protección social, es probable que sea necesario abordar acciones especializadas y personalizadas de atención a los excluidos para que su reinserción sea definitiva (entendiendo a la reinserción no sólo como la vuelta al sistema sino también como la permanencia). Hay evidencias que llevan a reflexionar en torno a la necesidad de mantener activas intervenciones focalizadas y especializadas de envergadura durante lapsos prolongados, si se pretende facilitar la adaptación y la permanencia de las poblaciones excluidas a un medio que les puede ser ajeno. Por ejemplo, la reinserción escolar de niños y jóvenes desertores puede que no concluya con acciones transitorias (como la de las aulas comunitarias). Es altamente probable que se requiera por períodos mucho más prolongados asistencia especializada dentro de las escuelas públicas generales para que estos alumnos –con déficits acumulados de capacidades, en entornos familiares poco propicios y frente a docentes que tienen como responsabilidad principal impartir educación al conjunto de los alumnos, no focalizar su atención en aquellos que requieran ayuda especial por su condición de vulnerabilidad– puedan tener éxito en el desafío de superar su retraso y progresar dentro del sistema escolar universal.

51. Para que el MIDES ejerza con efectividad las funciones de inclusión dentro de los esquemas universales de protección se necesita contar entonces con herramientas potentes de inducción de conductas sobre otros organismos que, por tradición y volumen de recursos, detentan mucho poder de decisión independiente. Esto es muy difícil de lograr en el marco de las inercias que tradicionalmente prevalecen en el sector público, incluso en el proceso de diseño del presupuesto. Por eso, es recomendable explorar alternativas innovadoras. Una de ellas podría ser la instrumentación gradual de reglas en la asignación de recursos públicos que lleven a que el MIDES disponga de fondos presupuestarios incrementales para “comprar” a los otros organismos gestores de programas o acciones sociales los esfuerzos adicionales, especiales y personalizados, que se requieren para que la inclusión social tenga éxito. Esto no implica que el MIDES tenga a su cargo la ejecución de la política, sino que detenta la responsabilidad de contratar los productos/servicios necesarios para garantizar la inclusión (contratos por productos), ya sea en agencias especializadas, fuera o dentro de los ministerios, o en el sector privado. Lo relevante con un mecanismo de este tipo es que el MIDES no necesariamente ejecuta de manera directa las acciones, pero tienen la potestad de fijar metas programáticas claras, con asignación de recursos y responsabilidades y es responsable por los resultados.

52. Por ejemplo, para integrar a la escuela secundaria a jóvenes en situación de vulnerabilidad social que desertaron tempranamente es recomendable prever atención especializada de apoyo, ya que los recursos asignados por la ANEP a las escuelas, en general, tienen la finalidad de financiar las funciones de docencia tradicional, no los esfuerzos y actividades adicionales asociadas a la tarea de inclusión. Puede resultar interesante explorar la idea de que el MIDES cuente con los recursos incrementales para financiar estas intervenciones educaciones especializadas, en lugar de asignárselos directamente a la ANEP como un complemento a su presupuesto principal, de forma tal de que el MIDES sea el que le transfiera esos recursos a la ANEP atados con objetivos y metas de inclusión en base a los cuales el MIDES pueda monitorear los resultados en términos de inclusión. Con una regla de este tipo, acompañada de un adecuado diseño de los instrumentos de gestión, hay mayores probabilidades de éxito y de generar menores resistencias a la tarea de inclusión, que si los fondos son incorporados directamente en el presupuesto de los organismos tradicionales. De hecho, si los recursos incrementales son incorporados directamente en el organismo encargado de la ejecución (ANEP para este caso), se diluye las capacidades reales de articulación, monitoreo y control que le compete al MIDES, dado que el organismo ejecutor asume como propios los recursos incrementales. Es importante aclarar que el esquema no implica necesariamente que el MIDES tenga que ejecutar las acciones, sino que el MIDES tendría la responsabilidad de promover y velar para que los organismos tradicionales (ANEP, ASSE, Ministerio de Salud, BPS) ejecuten las acciones de inclusión para lo cual (el MIDES) dispone de los recursos incrementales a fin de transferirle a cada organismo en base a objetivos y metas de inclusión.
V. EFECTOS Y RIESGOS DE LA INTERVENCIÓN

53. Los efectos directos de mejorar el funcionamiento y fortalecer el sistema de protección social se relacionan con alcanzar mayores niveles de integración social y, especialmente, reducir la proporción de población en estado de pobreza y erradicar la indigencia. Los diagnósticos señalan al área de la niñez y la adolescencia como altamente prioritaria, tanto por la envergadura que tienen el problema de la marginalidad social en este segmento de la población como por sus consecuencias. En este plano, una primera desagregación de las principales metas sectoriales están planteadas en el Plan Equidad y la ENIA. Para que sea posible concretar estos resultados son cruciales las articulaciones con el sector laboral y educación y un contexto macroeconómico de crecimiento sostenido. También hay sinergias importantes con el sector salud y seguridad ciudadana.
54. Un punto particularmente importante, sobre el que ameritaría centrar el diálogo de políticas, son las capacidades e instrumentos con los que cuenta el MIDES para asegurar la efectividad de las acciones que se proyecten instrumentar. Particularmente desafiante es estructurar políticas que permitan reintegrar y mantener a las poblaciones vulnerables, especialmente niños y adolescentes, dentro de los esquemas universales, sin que esto necesariamente implique superponerse con actividades que ejecutan los organismos naturales de la gestión social (ANEP, ASSE, BPS, etc.). Como se señala en la sección anterior, en la agenda de temas prioritarios se destacan acciones orientadas a fortalecer al MIDES dotándolo de herramientas de gestión novedosas como, por ejemplo: i) dispositivos legales y de gestión para la unificación, el rediseño, la armonización y el cierre de programas a fin de ordenar con racionalidad el complejo entramado de programas sociales existentes; ii) dispositivos legales y de gestión para promover la cultura de la evaluación de impactos en los programas sociales que se ejecuten en todos los organismos del sector público; iii) creación de un padrón único de beneficiarios; iv) la institucionalización de mecanismos de “compra” de servicios a los organismos del sector público y/o a organizaciones de la sociedad civil para que ejecuten intervenciones de atención especial para inclusión de poblaciones vulnerables en los mecanismos universales de protección social. 

55. Sobre cada una de estas acciones se pueden establecer indicadores –con línea base, metas intermedias y metas finales- que permitan monitorear el avance. En lo que corresponde a unificación de programas, actualmente operan más de un centenar de programas sociales específicos que están relevados y estudiados por el Observatorio Social de Programas e Indicadores del MIDES. Dentro de este ámbito se puede determinar la línea de base y las metas intermedias y finales en términos de programas que deben ser fusionados, reformulados y cerrados. Similar metodología puede aplicarse en orden a definir líneas de base y metas para las acciones de promoción de la cultura de la evaluación dentro de los programas. En el caso del padrón único, las metas se deberían conformar en términos de hitos de implementación, que además va a estar ligado a los avances que se obtengan en el área de ordenamiento y racionalización de los programas. En el tema de los mecanismos de “compra” de acciones de inclusión por parte del MIDES las líneas de base y metas debe ser definidas en cantidad de beneficiarios que, habiendo sido incorporados, permanecen dentro de los mecanismos universales de protección social. 

56. Un importante punto a favor de las reformas es que la necesidad de adoptar estrategias que permitan reconstruir una sociedad más integrada goza de amplios consensos. Opera en este sentido el reconocimiento a la tradición igualitaria del Uruguay, donde se destaca la experiencia del país como un caso meritorio dentro de una región proclive a las fuertes fragmentaciones y a la masividad de la pobreza. Por el otro, aparecen las preocupaciones, sólo diferenciadas por matices, de que el país sufrió fuertes retrocesos en materia social como consecuencia de la crisis. El convencimiento sobre la necesidad de contar con herramientas más efectivas para revertir la situación social constituye una plataforma de acuerdos políticos muy importante a los fines de abordar y priorizar el fortalecimiento y el perfeccionamiento del sistema de protección social y el diseño e instrumentación de políticas públicas consistentes con esta meta. 
57. Especialmente, constituye una gran oportunidad que la ENIA se haya concebido como un programa para las próximas dos décadas (2010-2030), esté basada en diagnósticos rigurosos y suscite amplios consensos políticos. Goza de condiciones como para convertirse en una política de Estado a favor de las generaciones más jóvenes ya que fue refrendada por todos los candidatos presidenciales.  A ello se une el gran respaldo que ha generado en la sociedad uruguaya la amplia discusión de prioridades y el plan quinquenal de acción, contando también con apoyo de diversos organismos internacionales, especialmente de Naciones Unidas a los cuales se ha sumado el Banco.
58. Sin perjuicio de ello, existen también riesgos importantes. Un primer tipo de riesgo se relaciona con el contexto macroeconómico que se necesita para cumplir con las metas sectoriales. En tal sentido, los diagnósticos llevan a enfatizar la decisiva importancia de contar con un marco de economía dinámica, con ciclos suavizados, mercados laborales eficientes y una acelerada mejora en la formación de los recursos humanos. Otro riesgo importante, íntimamente relacionado con el contexto macroeconómico, son las restricciones fiscales que van a limitar el financiamiento del sistema de protección social. 

59. Finalmente, cabe señalar los riesgos que subyacen en las inercias que operan en todas las organizaciones, especialmente las que integran el sector público, en la instancia de intentar impulsar transformaciones en las lógicas de gestión. La eliminación de programas asistenciales, más allá de que tenga una alta racionalidad desde el punto de vista de aumentar la eficacia de la red de protección social, implica vencer resistencias e intereses profundamente arraigados. Probablemente, fenómenos análogos se presenten cuanto se trate de estructurar desde el MIDES acciones focalizadas que apunten a complementar los esquemas universales de protección social que, por su larga tradición, generalmente son pocos proclives a adaptar sus operatorias y poco flexibles y receptivos a las innovaciones.
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� Estos datos se refieren a los años 2005 / 2006, antes de la creación del Sistema Nacional Integrado de Salud y del Fondo Nacional de Salud.


� Véase la Nota Técnica de Mercados Laborales.


� Véase la Nota Técnica de Educación.


� Ministerio de Desarrollo Social, Economía y Finanzas; de Educación y Cultura; de Trabajo y Seguridad Social; de Salud Pública; de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente; de Turismo y Deporte. También participan el Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y el presidente del Congreso de Intendentes.


� Los montos de asignaciones familiares contributivas son de UR$142 y UR$284, mientras que el monto mínimo que contempla el régimen no contributivo de asignaciones familiares es de $700 para jóvenes en primaria y $1.000 para jóvenes en secundaria.
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